Guatemala, septiembre 2004:
Coyuntura y Prospectiva
Por Julio Ligorría Carballido
Durante los últimos cuatro años analice al gobierno de Alfonso Portillo, señalando en el año 2000, sus oportunidades y enormes debilidades; en el 2001 advirtiendo sobre las consecuencias de su mandato y proponiendo rutas de corrección, para concluir en una serie de propuestas que blindaran la institucionalidad ese mismo año. Posteriormente en el 2002 pasé a hacer la crítica severa y a confrontarlo desde la arena, pues sus excesos habían rebasado todo límite de tolerancia. El emerger de escenarios complicados me hizo pensar que el país se encaminaba hacia una debacle de la cual se podía sobreponer si tan solo se hubieran adoptado algunas medidas que sugerí públicamente como la búsqueda de consensos mínimos y el desarrollo de una Visión de Nación negociada y consensuada al interior de la sociedad civil y al margen del gobierno mesiánico-populista del FRG. Nada de esto último ocurrió y Guatemala quedó sumida en la crisis institucional, política y de gobernabilidad más grande que se recuerde. 
Ahora bien, la catástrofe portillista  nos ha vuelto a demostrar que Guatemala es un país grande porque aun con todo el daño sufrido, sigue siendo tierra de oportunidad. Sin embargo, ésta oportunidad no surgirá espontáneamente, sino será fruto del trabajo de la sociedad y del nuevo gobierno cuyo primer semestre se ha consumido en mostrar a los guatemaltecos el escenario dantesco de la destrucción heredada.

A las puertas de septiembre de este 2004, el mes de la independencia, vale la pena esbozar un breve análisis de situación, para comprender hasta dónde se ha avanzado y cuántos riesgos acechan a esta nave llamada Guatemala y en la cual viajamos todos.

Revisemos los logros iniciales.

La lucha contra la corrupción planteada por el régimen del Presidente Berger como su bandera durante el primer semestre, ha superado la desaceleración del quinto mes -cuando el régimen parecía no alcanzar resultados- y ha puesto a disposición de los tribunales a los funcionarios responsables de algunos de los escándalos más bochornosos de la historia del país. El combate frontal contra quienes saquearon a nuestra empobrecida nación ha causado una buena impresión en la población, que ha entendido que el Organismo Ejecutivo y su presidente, Oscar Berger, están compenetrados de la necesidad de castigar el latrocinio y el abuso de poder en todas sus formas. La responsabilidad de continuar el proceso de castigo ha recaído ahora en la administración de justicia, por lo que el Organismo Judicial y la Fiscalía General de la República  tendrán que cumplir su parte del trabajo para construir un mejor país. 
Lamentablemente, las posibilidades de una justicia pronta y cumplida se diluyen en el tiempo, gracias a la lentitud y la debilidad que sufre un sistema judicial corrupto, muy dañado por la estrategia del gobierno portillista, cuya misión de destruir la institucionalidad ha rendido sus frutos y hoy les otorga a los ladrones y vende patrias el beneficio del tiempo y la maleabilidad del sistema.

Existen áreas que afortunadamente muestran ya un moderado avance, gracias a la dinámica impuesta por los ministros a cargo. Los sistemas de salud y educación pública han comenzado su reordenamiento, depurando poco a poco sus estructuras y sistemas en busca de eficiencia.  Un desarrollo notable es evidente en el turismo, donde hay logros rápidamente alcanzados y el sector de comunicaciones y obras públicas se empieza a percibir como elemento clave de reactivación económica. Los organismos controladores del Estado han sido sometidos a un proceso de depuración que aún no concluye y se han consignado a quienes los utilizaron como parte del andamiaje corrupto del eferregismo.  La misma suerte corrió el Seguro Social y sin duda, en breve otras instituciones de Estado que mal manejaron con total discreción incalculables cantidades de recursos.
De tal magnitud ha sido el esfuerzo de depuración, que se han producido reparos en la ejecución del presupuesto nacional del 2003 por casi el 50% de su total. Es decir, que cincuenta centavos de cada quetzal gastado por el gobierno de Portillo en su último año no han sido adecuadamente justificados ante la Contraloría de Cuentas.*
Sin embargo, esos logros han evidenciado una debilidad institucional de dimensiones incalculables. Los organismos de seguridad pública siguen siendo depurados, en lo que parece ser una tarea interminable. El Ejército ha sido reducido a un tamaño adecuado a las posibilidades presupuestarias, pero es una decisión que podría estar dejando coja la mesa de soluciones en el ámbito de la defensa nacional y la seguridad ciudadana. Mientras la batalla política en el Organismo Legislativo no termina de definirse, pues la bancada oficial continúa sin ser convincentemente dominante y la oposición sigue jugando a oponerse.

A resultas de esta situación, se ha visto debilitada la fortaleza institucional de la presidencia. Su futuro depende de la habilidad que tenga para fortalecer su capital político y compensar con su capacidad de maniobra ante el pueblo, las debilidades institucionales y partidarias que pueda tener. Este proceso de fortalecimiento político es vital para completar procesos pendientes que no dependen únicamente de la capacidad de sus cuadros ejecutivos, sino de instancias lejanas a su círculo de influencia directa, como es el ámbito legislativo.

El Gobierno tiene por misión principal en este momento controlar la violencia imperante. Para ello ha hecho ya –acertadamente- los primeros cambios en el gabinete de seguridad en busca de una eficiencia aumentada de los cuerpos policiales y de investigación. No hay una explicación lógica sobre las razones del repunte de los indicadores de violencia desde el cambio de gobierno y que lejos de bajar, han recrudecido en los últimos meses.
En sus primeros esfuerzos de depuración de las fuerzas de seguridad, el gobierno decidió romper las estructuras del crimen que vinculaban a altos jefes policiales y viene buscando mayor efectividad en sus operaciones anti delincuenciales. Pero esto no es suficiente y de no ir más allá sus acciones no pasarán de ser anecdóticas, ya que no vivimos aún una mejoría en la situación de la seguridad ciudadana. Las acciones siguen siendo asiladas; hay contradicciones entre los funcionarios encargados de la seguridad y su consejo asesor. Al final el gobierno expresa una visión de la situación que termina dramáticamente contrastada con lo que vive la sociedad día a día.

Aun mejorando su capacidad de lucha contra el crimen, la acción del gobierno será insuficiente si no ataca las raíces del problema de violencia, ubicadas en algunos casos en la crítica situación económica del país y en la presencia cada día más evidente de la delincuencia internacional, que no encuentra obstáculos reales para dejar de operar en nuestra atribulada nación.
En este ámbito ¿que hace falta?:

· Tener un mapa realista de la situación de violencia del país, basado en información de inteligencia y análisis estratégico, sólido y creíble.

· Diseñar una política nacional de seguridad ciudadana sustentada en criterios civiles, y enmarcada en las funciones que le corresponden a los tres poderes del Estado.

· Un ente colegiado o consejo encargado de operativizar la política de seguridad con poder de decisión e integrado por personas calificadas para atender tan delicado tema.

· Un componente de comunicación y sensibilización efectiva hacia la sociedad que motive su participación y respaldo a los esfuerzos del gobierno.

Así las cosas, los principales indicadores económicos de los últimos 24 meses reflejan una tendencia al empobrecimiento, desigualdad, desempleo, y recesión. No se percibe ninguna mejoría en lo que va del año. No hay hasta el momento ni reducciones en las tasas de desempleo ni aumento en las inversiones; por el contrario, hay 30% menos de contrataciones y recontrataciones de personal**, mientras la inversión local y extranjera está congelada,  o se bate en retirada. La recaudación fiscal está siendo manejada con mucho cuidado pero será insuficiente dadas las grandes necesidades que el aparato de gobierno tiene para cubrir las demandas básicas de servicio a la población.

A este marco general hay que sumar la presión que inevitablemente desencadenarán factores económicos exógenos –como la imparable alza del petróleo- así como los acuerdos de comercio regional y los continuos efectos del fenómeno de la globalización. Todos ellos repercutirán sobre la economía nacional y generarán una cuota adicional de problemas al presidente y su equipo.

En adición debe tomarse en cuenta el progresivo desarrollo de problemas sociopolíticos a nivel de grupos de presión. Los ex patrulleros de la autodefensa civil han demostrado su peso como fuerza política y no cesarán en sus presiones durante los siguientes años; los grupos de derechos humanos estarán cada vez más críticos de la actuación del gobierno en materia de seguridad y control de la violencia, mientras las organizaciones indígenas y campesinas estarán esperando el efecto de las medidas de reactivación económica para mejorar su posición en temas como los litigios por tierras, la actualización del catastro y el acceso a créditos para la producción,. Estos grupos al no encontrar soluciones reales a sus demandas, fácilmente podrán derivar en acciones de hecho e ilegalidades aumentando con ello los niveles de conflictividad social.
El plano internacional también tiende a complicarse. La negativa del Congreso a aprobar la presencia de la Oficina del Alto Comisionado de los Derechos Humanos de la ONU -OACDH- en sustitución de la Misión de las Naciones Unidas en Guatemala –MINUGUA- complica la posibilidad del país de demostrar cuánto ha avanzado en el proceso de paz y el respeto a los derechos humanos, con lo cual se le hará difícil sacar provecho al inciso 4 de la agenda de la comisión de derechos humanos de la ONU.

Lo más crítico en este ámbito es que la cartera de Relaciones Exteriores carece de una visión estratégica moderna, con iniciativas innovadoras y capacidad de convocatoria que le permita al país estar presente en el mundo globalizado, tomando ventaja, maniobrando adecuadamente y atrayendo inversión y cooperación internacional a Guatemala. No tenemos ni conocemos la política exterior que orienta al actual gobierno. Es lamentable para nuestro país y para el gobierno del presidente Berger que ahora que la comunidad internacional nos da su credibilidad y confianza, no haya la capacidad de gestión y maniobra en la arena internacional para potenciar esa oportunidad.
A como se observa en este momento la situación, el gobierno necesita establecer una estrategia puntual para aumentar su capacidad de presionar y negociar con los factores de poder. En la medida que no tenga la fortaleza política adecuada, será susceptible al chantaje, la negativa y la generación de escenarios difíciles de controlar. Sus críticos y opositores –principalmente localizados en el partido del gobierno anterior- tienen una razonable porción del poder local. Su acceso a organizaciones de base y a un considerable número de alcaldías en todo el país permite en estos momentos que crezca el capital político de muchos que no están con el equipo de gobierno. El liderazgo local se sigue consolidando a favor de muchas organizaciones, mientras la base partidaria que llevó al presidente Berger al poder se ha debilitado notablemente en el primer semestre del régimen. 
Escenarios poco confortables
La suma de esta revisión rápida de la situación nacional hace pensar en una serie de escenarios poco cómodos para cualquier gobierno y en especial para el actual:

· Requiere capacidad política para convencer al pueblo, pero no tiene el vehículo adecuado y no cuenta con una estrategia efectiva de comunicación.
· Requiere mayor presupuesto para cubrir necesidades insatisfechas en todas las áreas de servicios públicos esenciales, pero no se vislumbra solución financiera para cubrir la extensión y volumen de esas necesidades.
· Necesita controlar la inseguridad y la violencia, pero antes debe depurar sus fuerzas de seguridad en corto plazo y no cuenta con los recursos humanos y económicos.

· Necesita reactivar la economía nacional para generar empleo y reducir las tasas de población en pobreza y extrema pobreza, pero debe hacer grandes inversiones y generar el marco de certeza jurídica adecuado para que el sector privado nacional e internacional participen en las áreas de inversión necesarias.
· Debe solventar temas históricos, como la revisión catastral, pero no puede enemistarse con la población sin tierra ni con los propietarios de áreas en disputa.

· Requiere del apoyo legislativo para introducir algunas mejoras al sistema legal del país, pero no tiene la fuerza adecuada en el Congreso para alcanzar fácilmente sus objetivos.

· Y finalmente, requiere del apoyo de la comunidad internacional pero no tiene claridad en una estrategia de política exterior o al menos evidencia gran incapacidad en esa importante actividad gubernativa.
Condenados a No Fracasar
Como suele ocurrir, el trabajo de administrar un Estado débil reclama del presidente Oscar Berger y del Vicepresidente Eduardo Stein una gran porción de apoyo popular. Los indispensables cambios requieren una alta cuota de esfuerzo y sacrificio a sectores específicos, a los cuales será preciso convencer o presionar en los siguientes meses y años.

Sin una adecuada estrategia política con capacidad de gestionar respaldos y movilizaciones populares a su favor (no interpretarlo como manifestaciones), al gobierno no le queda más que elegir entre: la acción deliberada de aproximación al pueblo (populismo) o la sobrevivencia política en un escenario sensible al chantaje y el permanente boicot, lo que es la antesala del fracaso.

Por la importancia histórica que reviste el triunfo de Oscar Berger ante los políticos tradicionales, es vital para la democracia que el presidente tenga una gestión exitosa. Su fracaso real o percibido abrirá las puertas a un proceso de revisión histórica del curso político nacional y podría revitalizar las posibilidades de un caudillo populista para el siguiente proceso electoral en el 2007, con todas las consecuencias que ello implica.
*Presidencia Comisión de Finanzas del Congreso 4 de Agosto del 2004 Prensa Libre
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